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De hecho. ya en la STC 87/1985. relativa a la auto­
rización y registro de alimentos. se había dejado claro que.
en virtud precisamente de la unidad del mercado español.
las Comunidades Autónomas competentes. eran las titu­
lares de la potestad de autorizar y anotar registralmente
los productos que pretendieran «penetrar en el mercado
español por o en Cataluña".

Por consiguiente. las facultades atribuidas al mencio­
nado Centro Directivo del Ministerio de Industria y Energía
por los puntos 3 y 4 del apartado segundo de la Orden
recurrida corresponden a la Generalidad de Cataluña res­
pecto de las empresas fabricantes o importadoras radica­
das en el territorio de la Comunidad Autónoma.

b) El punto 5 de este mismo apartado segundo facul­
ta al Centro Directivo para que. «en los casos en los que
se apruebe el tipo". se les asigne una contraseña de Regis­
tro para la serie, que estará formada con la numeración
que a continuación explicita.

Para enjuiciar este precepto debe tenerse presente
que. como queda dicho. el Estado puede establecer un
registro único de alcance general. la Comunidad actora
acepta esta premisa y, en consecuencia, no pone en cues­
tión los preceptos en los que se consagra el referido Regis­
tro. En un supuesto similar al que aquí nos ocupa ya adver­
timos que el Estado. en virtud de sus compet.encias nor­
mativas. puede establecer y regular el régimen jurídico del
Registro unitario. fijando las directrices técnicas y de coor­
dinación necesarias para garantizar la centralización de
todos los datos. aunque esta regulación no puede desco­
nocer las competencias ejecutivas que corresponden a las
Comunidades Autónomas entre las que «debe considerar­
se incluida la de. recibir. comprobar y conceder o denegar
la inscripción en el único registro. asf como los actos de
ratificación. cancelación o revocación que en su caso pro­
ceda adoptar" (STC 236/1991). en estas cuestiones el
Estado debe aceptar «el efecto vinculante de las propues­
tas" que le dirijan las Comunidades Autónomas compe­
tentes (STC 17/1991. fundamento jurídico 12). En suma.
mediante los oportunos mecanismos de colaboración
deberán hacerse compatibles las competencias estatales
para armonizar y centralizar la información y las áuton6­
micas de ejecución.

Sentadas estas premisas. debe concluirse que el apar­
tado segundo punto 5 no conculca el orden competencial.
Se limita a facultar al Centro Directivo del Ministerio de
Industria y Energía ,<ompetente en materia de seguridad
industrial para que. «en los casos en los que se apruebe
el tipo". se les asigne una determinada contraseña de
Registro para la serie. la atribución de esta contraseña.
en la medida en que se limita a dar publicidad de la ins­
cripción registral y no impide la existencia de otras con­
traseñas. puede considerarse incluida en la competencia
estatal de establecimiento y organización del registro uni­
tario y general.

c) El apartado noveno, punto 2. establece que la enti­
dad colaboradora, bajo cuya supervisión se efectúe la repa­
ración de una cisterna. contenedor-eisterna o vagón-eis­
terna para el transporte de mercancías peligrosas. «infor­
mará de sus actuaciones al Organismo competente de la
Comunidad Autónoma correspondiente al emplazamiento
del taller en el que se efectúe la reparación y. una vez ter­
minada ésta. emitirá el correspondiente informe del que
remitirá copia al Organo antes citado". la Administración
actora afirma que esta previsión reduce la competencia
de las Comunidades Autónomas a recibir un informe de
las modificaciones y remitir otro a la Administración cen­
tral. que se reserva la función de supervisar esas repara­
ciones. Mas no es ésta la única interpretación que puede
hacerse de este precepto ni tan siquiera la más evidente
y ello obliga a optar, de entre las varias posibles, por aque­
lla interpretación que más se adecúa a las reglas consti­
tucionales y estatutarias de deslinde competencial. Habrá

así de entenderse que la actividad de control de las repa­
raciones y modificaciones de estas cisternas efectuadas
bajo la supervisión de las entidades colaboradoras incum­
be «al organismo competente de la Comunidad Autóno­
ma" y a los efectos de este proceso a la Generalidad de
Cataluña. Pues este extremo atañe. de nuevo, a una fun­
ción claramente ejecutiva. Interpretado de este modo. no
puede entenderse que el apartado noveno, punto 2 invada
la competencia de la Administración actora.

d) Por último, el apartado décimo afirma que. previa
instrucción del correspondiente expediente, el Centro
Directivo del Ministerio de Industria y Energía podrá
declarar la cancelación de la inscripción de un tipo de
cisterna o de otro de estos depósitos. así como la anu­
lación de las certificaciones correspondientes en los
siguientes casos: cuando las unidades nuevas no se fabri­
quen de acuerdo con el tipo; y cuando las unidades en
circulación dejen'de cumplir las condiciones de seguri­
dad exigibles. Denuncia el Consejo Ejecutivo de la Gene­
ralidad que esta regulación excluye la intervención auto­
nómica. atribuyendo todas estas competencias ejecuti­
vas al citado Centro. De nuevo. esta tacha de incompe­
tencia es cierta y hay que admitir que si la Generalidad
ostenta la competencia para la inscripción en razón del
territorio donde esté radicada la empresa fabricante o
importadora debe. lógicamente. tener la paralela facul­
tad de cancelar tales inscripciones ode anular certifica­
ciones en los casos de incumplimiento de la normativa
vigente, actuaciones que caen igualmente en el seno de
las facultades ejecutivas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.° Declarar que corresponde a la Comunidad Aut6­
noma de Cataluña la titularidad de las competencias eje­
cutivas previstas en la Orden del Ministerio de Industria
y Energía. de 20 de septiembre de 1985. apartado segun­
do. puntos 3 y 4; y apa·rtado décimo; y. en consecuencia•.
que los mismos no son de aplicación directa en el territorio
de dicha Comunidad Autónoma.

2.° Desestimar la demanda en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Qficial del
Estado".

Dada en Madrid. a veintiséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Firmado: Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer. luis lópez Guerra. Fernando García-Mon
y González-Regueral. Carlos de la Vega Benayas. Eugenio
Díaz Eimil. Alvaro Rodríguez-Bereijo. Vicente Gimeno Sen­
dra, José Gabaldón lópez. Rafael de Mendizábal Allende.
Julio Diego González Campos. Pedro Cruz Víllalón y Caries
Viver i Pi-Sunyer.

28340 Pleno. 20411992. de 26 de noviembre de
1992. Cuestión de inconstitucionalidad
2.414/1991. En relación con el arto 23.2 de la
Ley Orgánica 311980. del Consejo de Estado.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don luis lópez Guerra, don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. do'n Carlos de la Vega Venayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón lópez. don Rafael de
Mendizábal Allende. don Julio Diego González Campos.
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don Pedro Cruz Villalón y don Caries Viver i Pi-Sunyer.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 2.414/91.
planteada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
en los recursos acumulados núms. 1.368/90 y 1.370/90.
sobre la supuesta inconstitucionalidad del arto 23.2 de la Ley
Orgánica 3/1980. del Consejo de Estado. en relación con
el art 22.3 de la misma Ley. en cuanto pudiera vulnerar los
arts.2. 137. 148.1.1.". 107 y 153 C.E. Han sido parte el
Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal y Ponente el Magis­
trado don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa el pare­
cer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante Auto de 5 de noviembre de 1991. la
referida Sala de lo Contencioso-Administrativo elevó a este
Tribunal la presente cuestión de inconstitucionalidad.
sobre la base de los siguientes antecedentes de hecho y
fundamentos de Derecho:

a) La cuestión se plantea en los recursos contencio­
so-administrativos núms. 1.368/90 y 1.370/90. acumu­
lados. interpuestos por GUICAS. S. A.. OPROMO. S. A.. GIL­
BIS JUEGOS. S. A. y ASOCIACION AUTONOMA VALEN­
CIANA DE EMPRESARIOS DE JUEGOS LEGALIZADOS.
contra el Decreto 89/1990. de 11 de junio. del Consell
de la Generalidad Valenciana por el que se aprueba el
Reglamento del Juego del Bingo. Considerando la Sala
decisivo para la decisión de dichos recursos un juicio sobre
la constitucionalidad del art.23 de la Ley Orgánica del
Consejo de Estado (L.O.C.E.). acordó oír a las partes y al
Ministerio Fiscal sobre la procedencia de plantear la cues­
tíón de inconstitucionalidad. con suspensión del plazo
para dictar sentencia. La Generalidad Valenciana mostró
su conformidad al planteamiento de la cuestión. a lo que
se opusieron la parte actora y el Ministerio Fiscal.

b) La Sala expone en el Auto de planteamiento tener
dudas razonables acerca de la constitucionalidad del
arto 23.2 de la L.O.C.E.• en cuanto dispone QU!! e! dictamen
del Consejo de Estado será preC¡;p1ivo pára las Comuni­
dades A~tónoma~ en ;ós mismos casos previstos en dicha
Ley Org¡¡¡¡¡ca para el Estado. cuando hayan asumido las
competencias correspondientes. No desconoce la Sala la
polémica doctrinal y jurisprudencial surgida sobre este
precepto ni la STC 56/1990. donde este Tribunal ha afir­
mado que el Consejo de Estado no es un órgano exclu­
sivamente vinculado al Gobierno.'sino que tiene en rea­
lidad el carácter de órgano de relevancia constitucional al
servicio de la concepción del Estado que la propia Cons­
titución establece. De ahí la función que le atribuye el
art. 153 b) C.E. y la ¡nnegada posibilidad de que las Comu­
nidades Autónomas le consulten con carácter voluntario.
Sin embargo. al exigirse dictamen preceptivo del Consejo
de Estado para aprobar los Reglamentos ejecutivos de las
Comunidades Autónomas se está introduciendo un siste­
ma de control no previsto en el arto 153 C.E. y se está vul­
nerando la competencia de autoorganización de las Comu­
nidades Autónomas (art. 148.1.l." C.E.). al insertar en su
organización un órgano dependiente del Gobierno. de
manera semejante a como estableció la STC 227/1988
respecto del Delegado del Gobierno de la Administración
Hidráulica de las Comunidades Autónomas. Enel ejercicio
de su capacidad de autoorganización. algunas de éstas
-en concreto Cataluña y Canarias- han establecido sus

propios órganos consultivos. casos estos en lo que parece
aún más evidente la inconstitucionalidad de la exigencia
del arto 23.2 de la L.O.C.E.. por ser entonces el dictamen
previo del Consejo de Estado innecesario y contrario al
principio de eficacia (art. 103.1 C.E.). . .

2. .Admitida a trámite la cuestión de inconstltuclona­
lidad por providencia de 10 de diciembre de 1991. el Abo­
gado del Estado se personó. en la representación que lega~

mente ostenta. formulando las siguientes alegaciones.
La argumentación de la Sala promovente de la cues­

tión trasluce. a su juicio., una concepción muy limitada del
Consejo de Estado. como órgano que actúa «siempre a ini­
ciativa del Gobierno». concepción que no se corresponde
con nuestro ordenamiento jurídico. El Consejo de Estado
es un órgano de relevancia constitucional (art. 107 C.E.).
cuya constitucionalización obedece a una opción explícita
del constituyente en favor de esa pieza del conjunto ins­
titucional y de su intervención previa a la adopción de deci­
siones administrativas. Esta opción. dado el prestigio y la
imparcialidad del Consejo de Estado. supone un «plus» de
garantías en el actuar administrativo. lo que debe tener
proyección en todas las instituciones del Estado en su con­
junto. es decir. en el Estado considerado como totalidad
y no sólo en el Estado central. Y ello es así. subraya el Abo­
gado del Estado. debido a la manifiesta independenCia de
criterio. neutralidad y objetividad del Consejo de Estado.
asegurada por su Ley Orgánica y por su Reglamento Orgá"
nico. Por eso. cuando el arto 107 C.E. dice que el Consejo
de Estado «es el supremo órgano consultivo del Gobierno».
esta expresión debe entenderse en sentido material. es
decir. como órgano supremo consultivo «en materias de
Gobierno y Administración». tal como aparecía en el texto
de la Comisión constitucional del Congreso (al igual que
en los precedentes republicanos). Todas estas notas carac­
terísticas del Consejo de Estado han sido recogidas por
la STC 56/1990. y apuntan a concluir la perfecta cons­
titucionalidad del arto 23.2 de la L.O.C.E. Precisamente por
considerarlo como una pieza o elemento fundamental del
modelo de Administración pública, la Constitución reserva
su regulación y competencias a una ley orgánica. remitién­
dose a esta ley en lo que respecta al alcance de sus com­
petencias. incluso por relación a las Comunidades Aut6­
nomas. La relevancia constitucional dp.! C<.:mg"jo de Estado
lo hace, por lo demás. plp.r;¡¡meníe compatible con la auto­
nomía re'x!r;o¡;,da en los arts. 2 y 137 C.E.. pues su inde­
pendencia excluye cualquier noción de interferencia inde­
bida en el desenvolvimiento del derecho a la autonomía,
siendo su condición de garantía más que de control.

Además, la intervención preceptiva del Consejo de Esta­
do en relación con las actividades de las Comunidades
Autónomas encuentra pleno asiento en la competencia
del Estado para regular las bases del régimen jurídico de
las Administraciones públicas (art. 149.1.18 C.E.). El
arto 23. párrafo segundo, de la L.O.C.E. dispone que el dio­
tamen del Consejo de Estado será preceptivo para las
Comunidades Autónomas «en los mismos casos previstos
en esta ley para el Estado. cuando hayan asumido las com­
petencias correspondientes». Esto reenvía a los arts. 21
y 22 de la L.O.C.E. y. si bien algunos de sus apartados son
manifiestamente inaplicables a las Comunidades Autóno­
mas. sí son aplicables aquéllos que suponen intervencio­
nes del Consejo en típicos procedimientos administrativos
(art. 22. núms. 9. 10. 11. 12. 13 Y 17). en la elaboración
de normas (arts. 21.1 Y 22.3) o en modificaciones presu­
puestarias (art. 21.14). hipótesis todas perfectamente
reconducibles al régimen jurídico de las Administraciones
públicas o procedimiento administrativo común. Por otra
parte, el arto 23.2 de la L.O.C.E. no impide que el legislador
autonómico imponga el dictamen preceptivo de un órgij[ 10

consultivo autonómico sobre los mismos asuntos. siem¡" e
que se respete la supremacía asesora del Consejo de i "
do. cuyo informe debe ser siempre posterior. Este CIl' " '{'>
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una función esencial de garantía del administrado en vir­
tud de su auctoritas, con la que no puede rivalizar ningún
otro órgano consultivo; garantía especialmente marcada
en aquellos casos en que se requiere el informe favorable
(por ejemplo. arts. 109 Y 110 de la Ley de Procedimiento
Administrativo y arto 50 de la Ley del Suelo). Prueba del.
carácter de ba,Se del régimen jurídico de todas las Admi­
nistraciones públicas que colorea la intervención precep­
tiva del Consejo de Estado es la previsión de tal interven­
ción que hace el arto 48. e implícitamente el arto 53. de la
Ley de Bases <lel Régimen Local.

En consecuencia. aunque el «Gobierno» del arto 107
C.E. es 'el «Gobierno» del arto 97. es decir. un órgano estric­
tamente estatal. no se puede desconocer la vocación
expansiva de muchas de las normas del Título IV de la
Constitución. Tanto más en el caso (que es el de la Comu­
nidad Valenciana en estos momentos) en que una Comu­
nidad Autónoma carece de una institución similar, pues
entonces serían de imposible aplicación todas las previ­
siones legales que exigen el dictamen del Consejo de Esta­
do. Por el contrario. habiendo optado el constituyente por
un modelo general de Administración pública donde se
inserta como pieza muy relevante el asesoramiento previo
e imparcial de un órgano con la auctoritas del Consejo de
Estado, la aplicación efectiva del modelo no puede quedar
al arbitrio de las Comunidades Autónomas. que pueden
establecerlo o no. o establecerlo sin seguridad o garantías
de autonomía, neutralidad e independencia necesarias. Es.
además. muy problemático constituir ex nihiJo un órgano
de las características del C.~>nsejo de Estado. que han moti-
vado. sin duda. su constitucionalización. .

Por' último. entiende el Abogado del Estado que no
puede decirse que el arto 23.2 de la L.O.C.E. infrinja la
potestad de autoorgarlización de las Comunidades Autó­
nomas, pues. aparte de lo ya expuesto. no inserta a talórga­
no en la Administración autonomica (al contrario del
supuesto contemplado en la STC 227/1988), y porque
no se trata de un órgano jerárquicamente dependiente.
sino de un órgano de relevancia constitucional al servicio
del Estado en su conjunto.

Por todo ello solicita que se declare la conformidad a
!:J Constitución del precepto cuestionado.

3. Tai¡;:;iéfl formuló alegaciones el Fiscal General del
Estado sobre la base de io'; ~¡g~ientes argumentos.

Por un lado considera que. a pesar él;;! te!,or literal del
arto 107 C.E.• que parece estar refiriéndose al Gobiernó de
la Nación, la STC 56/1990 ha afirmado que el Consejo
de Estado tiene en realidad el carácter de órgano del Esta­
do con relevancia constitucional al servicio de la concep­
ción del Estado que la propia Constitución establece y de
ahí que sus funciones consultivas se extiendan también
a las Comunidades Autónomas. En cuanto al precepto
legal cuestionado. el art.23.2 de la L.O.C.E.. habría que
acudir a una interpretación literal del mismo, que distin­
guiera los casos en que se han de informar sobre regla­
mentos autonómicos ejecutivos de una ley estatal o de la
propia Comunidad Autónoma y si se trata de competen­
cias propias de las Comunidades Autónomas o transferi­
das por el Estado en virtud del arto 150 C.f., supuesto éste
de la competencia de la Comunidad Valenciana en materia
de juego. Dicho lo cual. alega el Fiscal General del Estado
que el dictamen preceptivo del Consejo de Estado en los
reglamentos ejecutivos de las CC.AA. no es una forma de
control. sino una garantía, tanto para la propia Comunidad
Autónoma como para los ciudadanos de la misma. Ade­
más, se trata de un dictamen no vinculante. que en nada
entorpece la libertad y autonomía de la Comunidad Autó­
noma. Por tanto, ni el arto 137. ni el 107ni el 148.1.1 de
la C.E. suponen un enfrentamiento con el precepto dubi­
tado que pueda conllevar su inconstitucionalidad. En con­
secuencia, interesa el Fiscal General del Estado que se
declare la constitucionalidad del arto 23.2 de la L.O.C.E.

4. Por providencia de 24 de noviembre de 1992. se
fija para deliberación y votación de la presente Sentencia
el 26 deL mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Plantea la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen­
ciana cuestión de constitucionalidad acerca del segundo
párrafo del arto 23 de la Ley Orgánica del Consejo de Esta­
do según el cual «el dictamen [del Consejo de Estado] será
preceptivo para las Comunidades [Autónomas] en los mis­
mos casos previstos en esta Ley para el Estado, cuando
hayan asumido las competencias correspondientes». Y si
bien en la parte dispositiva del Auto de planteamiento de
la cuestión el objeto de la misma se matiza en relación con
el arto 22.3 de la L.O.C.E., es decir, el que prescribe el dic­
tamen del Consejo de Estado para la elaboración de los
reglamentos o disposiciones de carácter general que se
dicten en ejecución de las leyes, que es l;ll problema plan­
teado en el proceso a quo, toda su fundamentación se cen­
tra en la posible inconstitucionalidad del arto 23. párrafo
segundo. sin más. ya que la Sala duda de que la interven­
ción de ese órgano consultivo. con carácter preceptivo. en
relación con el ejercicio de funciones que corresponden
a la Administración de las Comunidades Autónomas. sea
conforme a su autonomía constitucionalmente regulada
(arts. 2.137,148.1.1,153 C.E.) y a la propia configuración
constitucional del Consejo de Estado (art. 107 C.E.).

De hecho. sería muy difícil. por no decir imposible. des­
de esa perspectiva argumental, diferenciar el análisis de
la constitucionalidad del párrafo segundo del arto 23 de la
L.O.C.E. en relación a cada uno de los supuestos en que
los arts. 21 y 22 de la misma Ley exígen el dictamen pre­
ceptivo del Consejo de Estado. Tampoco quienes han for­
mulado alegaciones en este proceso distinguen entre unos
u otros supuestos, pues su planteamiento es asimismo
general y coincidente en sostener la constitucionalidad del
arto 23. párrafo segundo mencionado. per se y sin
conexión con ningún otro precepto. Por consiguiente. y
sin perjuicio de que el fallo se haya de atener a los términos
estrictos en que la cuestión de inconstitucionalidad ha sido
forínulada. se ha de examinar in genere si el precepto con­
tenido en aquel párrafo del arto 23 es o no conforme a la
Constitución y, más en concreto. a ·su arto 107 y a la auto­
nOl:nía de las nacionalidades y regiones en ella garanti-
zaaa. .

Pero antes de ii~g~!!,arnos en este examen jurídico.
conviene prestar atención a una iJ¡; !:J~ alegaciones del Fis­
cal General del Estado. que parece distingUIr. eCfl ~Iverso
efecto sobre la constitucionalidad del precepto cuestiona­
do, entre aquellos casos en que se exige el dictamen del
Consejo de Estado para la elaboración de un reglamento
autonómico ejecutivo de una ley estatal o deuna ley auto­
nómica. pero en materia de la competencia del Estado
transferida ex arto 150 C.E. -supuestos en que el Fiscal
General afirma la plena constitucionalidad de la obligato­
riedad de la consulta al Consejo-. y aquellos otros casos
es que se impone su intervención para la elaboración de
un reglamento ejecutivo de una ley autonómica en materia
de competencia prqpia. estatutariamente asumida, de la
respectiva Comunidad Autónoma.

Cualquiera que sea el interés y el fundamento cons­
titucional que ésta distinción pudiera tener. lo cierto es que
el art.23. párrafo segundo impugnado no la hace suya.
En efecto, y aunque ese párrafo puede admitir distintas
interpretaciones gramaticales. como se ha puesto de relie­
ve en el debate doctrinal y jurisprudencial sobre el mismo.
no es ni mucho menos evidente que se esté refiriendo o
pueda estar refiriéndose tan sólo a algunos tipos de com­
petencias de las Comunidades Autónomas. según su ori­
gen, y no a los demás. Antes al contrario, las «competen-
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cias correspondientes» que el precepto menciona parecen
referirse a todas aquellas que hayan sido asumidas por las
Comunidades Autónomas, sin que la Ley distinga entre las
asumidas por vía estatutaria o a través de las formas pre­
vistas en el arto 150 C.E. Puesto que la Ley no distingue
entre unas y otras, resulta difícil proceder a la' distinción
que sugiere el Fiscal General al efecto de resolver la pre­
sente cuestión de inconstitucionalidad.

2. Así centrada la cuestión, lo primero que hay que
preguntarse es si el Consejo de Estado puede intervenir
consultivamente en relación con las disposiciones y actua­
ciones de las Comunidades Autónomas, conforme a la
Constitución.

El Consejo de Estado es un órgano previsto y garan­
tizado por el arto 107 C.E.. que lo define como «supremo
órgano consultivo del Gobiernan. La interpretación de esta
definición no es pacffica, como demuestran los alégatos
de las partes. No obstante, está claro que ese inciso del
arto 107 C.E. se está refiriendo a la función consultiva que
el Consejo de Estado desarrolla para el Gobierno de la
Nación en concreto, y así lo admiten expresamente el Abo­
gado del Estado y el Fiscal General del Estado.

Sistemáticamente, no cabe duda de que ésta es la
acepción del término «Gobiernan que el arto 10Templea,
pues este precepto se incluye en el Título IV de la Cons­
titución, referido inequívocamente al Gobierno de la
Nación y no a otros órganos de naturaleza gubernativa,
como los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autó­
nomas. Tampoco cabe entender que, por «Gobiernan, el
arto 107 comprenda, en general, el llamado Poder Ejecu­
tivo, incluyendo cualquier Administración pública, como
hace, en cambio, el arto 193 C.E.. pues Gobierno y Admi­
nistración no son la misma cosa y están perfectamente
diferenciados en el propio Título IV en que el arto 107 se
inserta. De otro lado, los antecedentes legislativos vienen
a confirmar esta tésis, pues precisamente la mención al
Consejo de Estado como órgano supremo consultivo «e,n
materias de Gobierno y Administraciónn, que figuraba en
el texto del Proyecto de Constitución aprobado por la
Comisión Constitucional del Congreso, fue consciente­
mente sustituido por la definición más estricta de «supre­
mo órgano consultivo del Gobiernan. Por tanto, del primer
inciso de este artículo no se puede deducir que la Cons­
titución imponga la intervención consultiva del Consejo de
Estado en relación con la actuación de los Gobiernos y
Administraciones de las Comunidades Autónomas.

Ahora bien, que el arto 107 C.E. no contemple expre­
samente sino la función consultiva que el Consejo de Esta­
do desarrolla para el Gobierno de la Nación, no quiere decir
que ese órgano haya de quedar confinado al ejercicio de
esa específica función y que no pueda extenderse el alcan­
ce de su intervención consultiva. En realidad, el ámbito de
actuación del Consejo de Estado es mucho más amplio,
y se ha venido configurando históricamente como órgano
consultivo de las Administraciones públicas. El hecho de
que no forme parte de la Administración activa, su auto­
nomía orgánica y funcional, garantía de objetividad e inde­
pendencia, le habilitan para el cumpiimiento de esa tarea,
más allá de su condición esencial de órgano consultivo del
Gobierno," en relación también con otros órganos guber·
nativos y con Administraciones públicas distintas de la del
Estado, en los términos que las leyes dispongan, conforme
a la Constitución.

Así no sólo es pacífica la posibilidad, legalmente pre­
vista en el párrafo primero del mismo art. 23 de la LO.C.E.,
de que las Comunidades Autónomas soliciten dictamen
del Consejo de Estado cuando lo estimen conveniente.
También se prevé, por ejemplo, en la legislación vigente
la intervención preceptiva del Consejo de Estado en pro­
cedimientos o actuaciones de la Administración Local
(arts. 13.1 y48 de la Ley de Bases del Régimen Local,entre
otros varios preceptos legales) e incluso algún Estatuto de

Autonomía ha previsto expresamente su informe precep­
tivo en determinadas actuaciones dela propia Comunidad
Autónoma (art.44 del Estatuto de Andalucía). Dicho en
otros términos, el arto 107 C.E., no ha dispuesto que el Con­
sejo de Estado sea el órgano superior consultivo de los
Gobiernos de las Comunidades Autónomas y de sus res­
pectivas Administraciones, pero tampoco impide que
desempeñe esa función, incluso emitiendo dictámenes
con carácter preceptivo, en su caso.

De esta manera, el Consejo de Estado puede ejercer
esa función de órgano consultivo con relevancia consti­
tucional «al servicio de la concepción del Estado que la
propia Constitución establecen, a que nos referíamos en
la STC 56/1990 (fundamento jurídico 37). Y ello sin mer­
ma del principio de autonomía sancionado por los arts. 2
y 137 C.E., puesto que, según subraya esa Sentencia, «no
forma parte de la Administración activan, sino que es «un
órgano consultivo que actúa, en todo caso, con autonomía
orgánica y funcional en garantía de su objetividad e inde­
pendencian. Su actuación no supone, pues, dependencia
alguna del Gobierno y la Administración autonómica res­
pecto del Gobierno y la Administración del Estado, y ello
aunque se trate de un órgano centralizado, con compe­
tencia sobre todo el territorio nacional. Por otra parte. tam­
poco puede estimarse que cualquier intervención del Con­
sejo de Estado en el ámbito de competencia de las Comu­
nidades Autónomas esté excluida a contrario sensu por
el arto 153 C.E.. que regula el control externo de la acti­
vidad de los órganos de las Comunidades Autónomas.

Por último, el mero hecho de que se prevea la consulta
preceptiva al Consejo de Estado en relación con determi­
nadas actuaciones administrativas de las Comunidades
Autónomas no significa en absoluto insertar un órgano de
la Administración del Estado en el esquema organizativo
de aquéllas, infringiendo así su potestad de autoorganiza­
ción (art. 148.1.1 C.E.). Nada tiene que ver, en este sentido,

,la intervención del Consejo de Estado con la figura del
Delegado del Gobierno en la Administración Hidráulica de
las Comunidades Autónomas, que preveia el arto 16 de la
Ley de Aguas, previsión que fue declarada inconstitucional
por la STC 227/1988 (fundamento jurídico 21), Y con la
que establece una comparación el Auto de planteamiento
de la presente cuestión de inconstitucionalidad. En el
supuesto previsto por la Ley de Aguas sí podia hablarse
de «la inserción forzosa en el seno de la Administración
autonómica de un órgano jerárquicamente dependiente
de la Administración del Estadon, lo que se consideró lesi­
vo de la potestad de autoorganización de las Comunidades
Autónomas. Pero esto no puede decirse nunca de la inter­
vención del Consejo de Estadon,lo que se consideró lesivo
de la potestad de autoorganización de las Comunidades
Autónomas. Pero esto no puede decirse nunca de la inter­
vención del Consejo de Estado. que permanece orgánica­
mente separado de la Administración autonómica a la que
informa y que, sobre todo, no es un órgano dependiente
del Gobierno, sino. como se ha dicho. un órgano dotado
de independencia funcional para la tutela de la legalidad
y del Estado de Derecho. .

3. Ahora bien. la cuestión que aquí se plantea no es
si el Consejo de Estado puede actuar como órgano con­
sultivo de las Comunidades Autónomas, incluso emitiendo
dictámenes preceptivos, cuestión a la que ya se ha con·
testado afirmativamente. sino si esa intervención puede
venir establecida en una ley del Estado y, más concreta­
mente, en la Ley Orgánica del Consejo de Estado y con
la amplitud con que se establece en el art.23, pálrafo
segundo.

Desde luego. esta segunda cuestión no se resuelve en
el primer inciso del arto 107 C.E. Pero el Abogado del Esta­
do cree encontrar la solución en el segundo inciso de ese
mismo precepto, que remite a una ley orgánica la regu­
lación de la competencia del Consejo de Estado. Cierta-
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mente, puesto que el propio art 107 no circunscribe la fun­
ción de este órgano a las consultas del Gobierno. es la ley
orgánica la que ha de fijar con precisión el ámbito y el
alcance de su intervención,

No obstante, la remisión que el art, 107 CE opera en
favor de la Ley Orgánica reguladora del Consejo de Estado
no es ni puede ser una remisión incondicionada o ilimitada.
Antes bien, es obvio que el contenido de esa Ley Orgánica
está limitado por los principios y preceptos constituciona­
les y, entre ellos -aspecto que aquí interesa-, por los que
regulan el reparto de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas. En efecto. el último inciso del
art. 107 C.E. establece una reserva de la ley orgánica para
la determinación de las competencias del Consejo de Esta­
do. pero no es una norma atributiva de competencias
materiales del Estado, de modo que no altera ni permite
alterar el régimen de competencias que se reduce del Títu­
lo VIII de la Constitución. La Ley Orgánica que lo desarrolla
debe atenerse al mismo y a las normas del bloque de la
constitucionalidad correlativas. Por lo tanto, el segundo
inciso del arto 107 tampoco resuelve la cuestión. De ahí
que para ello sea preciso acudir a las reglas competencia­
les que prescriben el Título VIII y los Estatutos de Autono­
mía que lo desarrollan y complementan.

4. Desde· esta perspectiva, el Abogado del Estado
afirma que, en muchos de los procedimientos para los que
los arts. 21 y 22 de la LO.C.E. exigen dictamen preceptivo
del Consejo de Estado. esta intervención se justifica en
cuanto constituye un aspecto básico del régimen jurídico
de las Administraciones públicas o del procedimiento
administrativo común, en garantía de los administrados y
de su tratamiento común por las distintas Administracio­
nes públicas, que es competencia exclusiva del Estado
(art. 149.1.18 C.E.). Al imponer el informe preceptivo del
Consejo de Estado a las Comunidades Autónomas en los
mismos supuestos en que se impone al Gobierno y a la
Administración del Estado (y a otras· Administraciones
públicas). el arto 23. párrafo segundo de la LO.C.E. no esta­
ría sino concretando dicha normativa básica o procedi­
mental común. de inexcusable observancia por las Comu­
nidades Autónomas. Si el razonamiento del Abogado del
Estado fuera correcto, habría que concluir la plena yabso­
luta validez de la regla contenida en el precepto cuestio­
nado.

La intervención preceptiva de un órgano consultivo de
las características del Consejo de Estado, sea o no vincu­
lante, supone en determinados casos úna importantísima
garantía del interés general y de la legalidad objetiva y,
a consecuencia de ello, de los derechos y legítimos inte­
reses de quienes son parte de un determinado procedi­
miento administrativo. En razón de los asuntos sobre los
que recae y de la naturaleza del propio órgano, se trata
de una función muy cualificada que permite al legislador
elevar su intervención preceptiva, en determinados proce­
dimientos sean de la competencia estatal o de la autonó­
mica, a la categoría de norma básica del régimen jurídico
de las Administraciones públicas o parte del procedimien­
to administrativo común (art. 149.1.18 C.E.). Sin embargo,
esta garantía procedimental debe cohonestarse con las
competencias que las Comunidades Autónomas han asu­
mido para regular la organización de sus instituciones de
autogobierno (art. 148.1.1 C.E.), de modo que esa garantía
procedimental debe respetar al mismo tiempo las posibi­
lidades de organización propia de las Comunidades Autó­
nomas que se derivan del principio de autonomía organi­
zativa latÍs. 147.2 c) y 148.1.1 c.E.]. Ningún precepto
constitucional. y menos aún el que se refiere al Consejo
de Estado, impide que en el ejercicio de esa autonomía
organizativa las Comunidades Autónomas puedan esta­
blecer, en su propio ámbito, órganos consultivos equiva­
lentes al Consejo de Estado en cuanto a su organización
y competencias, siempre que éstas se ciñan a la esfera de

atribuciones y actividades de los respectivos Gobiernos y
Administraciones autonómicas. Ello no lo niega el Aboga­
do del Estado, con lo que el problema que se plantea es
si como aspecto básico del régimen jurídico de las Admi­
nistraciones públicas o del procedimiento administrativo
común, ha de entenderse también que sea precisamente
el Consejo de Estado el órgano que emita el dictamen o
consulta preceptiva.

5. Pues bien, si una Comunidad Autónoma. en virtud
de su potestad de autoorganización (148.1.1 C.E.), crea
un órgano superior consultivo semejante, no cabe duda
de que puede dotarlo, en relación con las actuaciones del
Gobierno y la Administración autonómica, de las mismas
facultades que la LO.C.E. atribuye al. Consejo de Estado,
salvo que el Estatuto de Autonomía establezca otra cosa,
y naturalmente sin perjuicio de lo dispuesto en el
art. 153 b), en relación con el 150.2 de la C.E. También
el Abogado del Estado admite expresamente tal posibili­
dad y su validez constitucional. Lo que no considera con­
forme a la Constitución es que la atribución de semejantes
facultades a los consejos consultivos de las Comunidad<;ls
Autónomas excluya la intervención del Consejo de Estado
en los mismos casos y en relación con las mismas actua­
ciones de-Ia Comuniqad Autónoma correspondiente, pues
esta intervención es preceptiva en todo caso, en virtud del
arto 23, párrafo segundo de la LO.C.E. A tal efecto razona
el Abogado del Estado que, cuando la ley autonómica pres­
criba el dictamen del órgano consultivo autonómico en los
mismos casos contemplados por el arto 23, párrafo segun­
do de la LO.C.E.. será necesario que se emita también dic­
tamen por el Consejo de Estado. Alega además que. en
virtud de lo que denomina «supremacía asesora» de este
último, el dictamen del Consejo de Estado debe ser pos­
terior al del Consejo Consultivo autonómico.

Esta tesis no puede ser admitida, pues, si así fuera, que­
darían gravemente comprometidos algunos de los princi­
pios en que se funda la organización territorial del Estado
conforme al diseño constitucional. Ante todo, la misma
potestad de autoorganización de las Comunidades Autó­
nomas, ya que si éstas crean un órgano consultivo propío
dotado de las mismas funciones que el Consejo de Estado
es, claramente, porque han decidido prestar las garantías
procedimentales referidas a través de su propia organíza­
ción, sustituyendo la que hasta ahora ha venido ofreciendo
aquel órgano consultivo estatal también en el ámbito de
competencia de las Comunidades Autónomas. Decisión
esa que, según se ha dicho, se encuentra plenamente legi­
timada por el arto 148.1.1 de la CE y los preceptos con­
cordantes de los Estatutos de Autonomía. Además habría
que añadir que sería muy probablemente innecesario y,
sin duda. gravoso y dilatorio que en un mismo procedi­
miento debiera recabarse sucesivamente dictamen de un
órgano superior consultivo autonómico de características
parecidas al Consejo de Estado y del propio Consejo de
Estado, con desprecio de los principios de eficacia admi­
nistrativa (art. 103.1 C.E.) y eficiencia y economía del gasto
público (art. 31.2 C.E.).

La aplicación de aquellos principios, esenciales para
el correcto funcionamiento del Estado de las Autonomías,
debe íievar a concluir que la intervención del órgano con­
sultivo autonómico excluye la del Consejo de Estado, salvo
que la Constitución, los Estatutos de Autonomía, o la Ley
Autonómica, establezcan lo contrario para supuestos
determinados. El legislador estatal también lo ha enten­
dido así, al menos en algunas ocasiones expresas. ya que
el arto 13.1 de la Ley de Bases del Régimen Local requiere
alternativamente, para el supuesto que contempla, «dic­
tamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo supe­
rior de .Ios Consejos de Gobierno de las Comunidades Autó­
nomas, si existiere», mientras que el arto 114.3 del Texto
Refundido de las Disposiciones legales vigentes en mate­
ria de régimen local exige también, para otro supuesto dis-
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tinto. el preceptivo dictamen «del 6rgano consultivo supe­
rior de la Comunidad Autónoma. si existiere. o en su defec­
to. del Consejo de Estado,>. También la nueva Ley de Régi­
men Jurfdico de las Administraciones Públicas y del Pro­
cedimiento Administrativo Común. en sus arts. 102 Y 103
requiere. a efectos de la revisión de oficio de los actos
administrativos nulos o anulables y como garantla esencial
del rE1spectivo procedimiento. dictamen «del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma
si lo hubiere».

En consecuenéia. y por lo que aquí respecta. no sólo
hay que reconocer las competencias de las Comunidades
Autónomas para crear. en virtud de sus potestades de
autoorganización. órganos consultivos propios de las mis­
mas características y con idénticas o semejantes funcio­
nes a las del Consejo de Estado. sino. por la misma razón.
estimar posible constituCionalmente la sustitución del
informe preceptivo de este último por el de un órgano
superior consultivo autonómico. en relación al ejercicio de
las competencias de la respectiva Comunidad. en tanto
que especialidad derivada de su organización propia.

Pero. si es preciso reconocer esa posibilidad de sus­
titución. también es necesario afirmar que en donde o en
tanto semejantes órganos consultivos autonómicos. dota­
dos de las caracterlsticas de organización y funcionamien­
to que aseguren su independencia. objetividad y rigurosa

. cualificación técnica. no existan. es decir. en aquellas
Comunidades Autónomas que no cuenten con esta espe­
cialidad derivada de su organización propia. las garantías
procedimentales mencionadas exigen mantener la inter­
venci6n preceptiva del Consejo de Estado. en tanto que
órgano al servicio de la concepción global del Estado que
la Constitución establece. .

6.. Aplicando todo lo expuesto a la cuestión de
inconstitucionalidad planteada por la Sala de Valencia. se
debe concluir que el arto 23. párrafo segundo de la LO.C.E.
no es contrario a la Constitución. siempre que se entienda
que el dictamen del Consejo de Estado se exige a las
Comunidades Autónomas sin organismo consultivo pro­
pio. en los casos previstos por la mencionada Ley que for­
men parte de las bases del régimen jurídico de las Admi­
nistraciones públicas o del procedimiento administrativo
común. Esta circunstancia concurre. sin duda. en el
supuesto objeto de la presente cuestión de inconstitucio­
nalidad que se refiere. como se recordará. a la elaboración
de reglamentos que Se dicten en ejecución de leyes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Hádecidido

Declarar que el art. 23. párrafo segundo. de la Ley
Orgánica 3/1980. de 22 de abril. del Consejo de Estado.
en relación con el art. 22.3 de la misma Ley Orgánica. no
es contrario a los arts. 2. 107. 137. 148.1.1 Y 153 de la
Constitución. en la interpretación acorde con los funda­
mentos jurídicos de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentel1cia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos. Firmado: Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Fernando García-Mon
y González-Regueral.-Garlos de la Vega Benayas.-Euge­
nio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-José Gabaldón López.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.,....Pedro Cruz Villa­
lón.-Garles Viver i Pi-Sunyer.-Rubricado.

28341 Pleno. Sentencia 205/1992. de 26 de noviem­
bre de 1992. Cuestión de inconstitucionalidad
1.484/1992. En relación con el art. 5.2 de la
Ley 45/1985. de 23 de diciembre. de impues­
tos especiales.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Venayas. don Euge­
nio Díaz.Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón lópez. don Rafael de
Mendizáhal Allende. don Julio Diego González Campos.
D. Pedro Cruz VillaIón y don Caries Viver i Pi-Sunyer. Magis­
trados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1.484/92.
promovida por la Sección Segunda de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. respec­
to del arto 5.2 de la Ley 45/1985. de 23 de diciembre.
en relación con los arts. 11.1 y 2. 14 Y 18 de la misma,
por su posible contradicción con el arto 9.3 C.E. Han com­
parecido el Abogado del Estado y el Fiscal General del Esta­
do y ha sido Magistrado Ponente don Luis López Guerra,
quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. El 11 de junio tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal un Auto de la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo. Sección Segunda. de la Audiencia Nacional.
de fecha 3 de abril anterior. por el cual se acuerda plantear
cuestión de inconstitucionalidad respecto del arto 5.2 de
la Ley 45/1985, de 23 de diciembre. en relación con los
arts. 11.1 Y 2. 14 Y 18 de la misma. por su posible vul­
neración del arto 9.3 C.E.

2. En el Auto la Sala manifiesta que el arto 5.2 de la
Ley 45/1985. de 23 de diciembre. estableció el tipo de
421 pesetas por litro de alcohol absoluto «en el momento
de salida de fábrica de dichoS productos». puede ser con­
trario a los principios de irretroactividad de las disposicio­
nes no favorables o restrictivas de derechos individuales
y a la seguridad jurídica. principios reconocidos'en el
arto 9.3 de la Constitución. Pues el hecho imponible -se­
gún el arto 28 de la Ley General Tributaria, en adelante.
L.G.T.- o presupuesto de naturaleza jurídica o económica
fijada por la Ley para configurar cada tributo y cuya rea­
lización origna el nacimiento de la obligación tributaria. no
puede ser otro que I'a elaboración de bebidas alcohólicas,
y no su salida de la fábrica. que sólo marca el momento
del devengo; en consecuencia. el precepto cuestionado
modifica el tipo aplicable en el momento en que se realizó
el hecho imponible.

De acuerdo con la doctrina expuesta en la
STC 126/1987, es verdad que no existe una prohibición
absoluta de la legislación tributaria retroactiva en el marco
del arto 9.3 de la Constitución. pero ello es así sin perjuicio
de que esta legitimidad constitucional pueda ser cuestio­
nada cuando la eficacia retroactiva entre en colisión con
otros principios consagrados en la Constitución (capaci­
dad económica. seguridad jurídica e interdicción de arbi­
trariedad). Debiendo distinguirse (ldem. fundamento jurí­
dico 11.°) entre una retroactividad «auténtica». en la cual
la prohibición de retroactividad operaría plenamente y «só­
lo exigencias cualificadas del bien común podrran oponer­
se excepcionalmente a tal prillcipio». y otra retroactividad
«impropia». donde la licitud de la medida resultaría de una


